
Narbona acudió a la clausura de
la jornada Nuevas Perspectivas en
la gestión del agua, celebrada en
la Universitat de València, y se
pronunció por primera vez sobre
la sentencia conocida el pasado
jueves. El fallo del Supremo anula
artículos del Plan Hidrológico del
Júcar sobre la asignación y ges-
tión de recursos de buena parte
del territorio valenciano, del Ca-
nal Júcar-Turia y del trasvase
Júcar-Vinalopó, tras argumentar
que el Estado no puede planificar
sobre los ríos que sólo recorren
una autonomía. El ministerio “es-
tá estudiando con todo deteni-
miento la sentencia” y ha elevado
al Supremo un recurso de aclara-
ción de la sentencia relacionado
con las competencias sobre los
ríos, los planes hidrológicos y los
trasvases entre ríos que sí discu-
rren por varias autonomías, co-
mo el Júcar y Turia. Narbona re-
chazó “interpretaciones que pue-
den crear alarma” entre regantes
y otros usuarios, transmitió
“máxima serenidad a los valencia-
nos” y aseguró que no afecta a
los abastecimientos urbanos.

Tras insistir en que la senten-
cia se centra en un asunto compe-
tencial, la ministra avanzó una po-
sible línea de actuación al subra-
yar que “este país necesita una
profunda reforma de la política
del agua” y de los instrumentos
de gestión, como son las confede-
raciones hidrográficas —la refor-
ma de los organismos de cuenca
es un compromiso electoral del
PSOE—. La definición de las de-
marcaciones hidrográficas o uni-
dades de gestión es, además, una
“exigencia europea”, recordó la
ministra, y precisa de la “coopera-
ción y concertación con las comu-
nidades autónomas” para evitar
problemas como los que plantea
este fallo judicial. Narbona dijo
que pondrá “toda la voluntad de
superar esas deficiencias desde
del punto de vista competencial”
y que espera que ello se traduzca,
en este caso, en la colaboración
con la Generalitat, ya que hay pre-
vistas obras del Gobierno central
que “interesan” a la Comunidad
Valenciana y afectan a ríos de su

competencia. “Será necesario es-
trechar los instrumentos de coo-
peración con la Generalitat y es-
pero que haya toda posibilidad
de resolver cuestiones por la vía
del acuerdo”, indicó.

Narbona también apuntó que
el ministerio está estudiando có-
mo acatar “esta sentencia desde
el punto de vista de modificación

de normas en vigor” y asegurar
que “los efectos no sean negativos
para aquellos que ya tienen dere-
chos al agua asegurados” y “para
hacer frente a actuaciones” que
“serán factibles si existe el acuer-
do”. En otras comunidades autó-
nomas el Gobierno ya ha transfe-
rido competencias sobre ríos inte-
riores, como es el caso del País

Vasco, las cuencas internas de Ca-
taluña, Galicia, Baleares, Cana-
rias y parcialmente en Andalucía.

Según la ministra, la sentencia
utiliza jurisprudencia desarrolla-
da desde 1988 y supone una “he-
rencia más de los problemas a re-
solver” por el nuevo Gobierno
tras la salida del PP. En su reac-
ción a la sentencia, el Consell ale-
gó el pasado viernes “indefen-
sión” porque no fue informado
sobre el recurso contra el PHJ,
presentado bajo el Gobierno del
PP, pero no se manifestó sobre el
problema de las competencias.
Ayer, el consejero de Infraestruc-
turas, José Ramón García Antón,
anunció que aparte de preparar la
petición de nulidad, el Consell
también solicitará aclaración de
la sentencia al Supremo porque
se “contradice” al anular trasva-
ses entre ríos que dice que son de
competencia del Estado.

Preguntada si el PHJ deberá
someterse a una nueva redacción,
Cristina Narbona destacó que
“hay que revisar todos los planes
hidrológicos”, no por un conflic-

to de competencias, sino porque
lo prevé la directiva marco euro-
pea, “que exige caudales ambien-
tales reales”, entre otras condicio-
nes. “El escenario de revisión ya
ha comenzado” —el Júcar es
cuenca piloto para la aplicación
de la directiva—, y en esa “transi-
ción” hacia los nuevos documen-
tos “será necesario estrechar la-
zos de cooperación” con la Gene-
ralitat. También en relación con
el agua, la ministra afirmó que no
implantará una tasa medioam-
biental por el consumo de recur-
sos, pero avanzó que España de-
be adaptar hasta 2010 la directiva
marco europea y su previsión de
recuperar costes de infraestructu-
ras. Durante la clausura de la jor-
nada, Narbona insistió en el giro
de la política del agua, una ges-
tión más eficiente y transparente
“de un bien de uso público”, y
reprochó al PP que “nadie haya
asumido responsabilidades” por
mantener el PHN en Bruselas pa-
ra pedir ayudas cuando ya se co-
nocía el estudio de lodos contami-
nantes en el Ebro.

Narbona destaca la exigencia europea de revisar los
planes hidrológicos y cooperar con la Generalitat
La ministra de Medio Ambiente pide “serenidad” a los afectados por el fallo del Supremo

S. V., Valencia
El presidente de la Fun-
dación Nueva Cultura el
Agua y profesor de Aná-
lisis Económico de Zara-
goza, Pedro Arrojo, des-
tacó ayer que es necesa-
rio que España asuma
“el reto de la moderni-
dad” y cambie el actual
modelo de planificación
y gestión del agua, para
lo cual existe “un amplísi-
mo consenso” en la co-
munidad científica. Para
el profesor de la Univer-
sidad de Zaragoza, la po-
lítica del agua debe pa-
sar “de las estrategias de
oferta”, vinculadas a im-
portantes obras, “a mo-
dernas estrategias de ges-
tión de la demanda y con-

servación de los sistemas
hídricos”, como ya lo exi-
ge la directiva marco eu-
ropea. La derogación de
la transferencia del Ebro
abre una nueva fase, “pe-
ro es sólo el punto de par-
tida de una nueva cohe-
rencia en la que el Go-
bierno se mueve con difi-
cultad”. Dar protagonis-
mo a la desalación y reu-
tilización de aguas “es co-
rrecto, pero insuficien-
te”, ya que debe crearse
un marco de gestión que

incentive la responsabili-
dad en el consumo, apli-
que los principios de la
directiva marco como la
recuperación de los cos-
tes de las infraestructu-
ras, cree los bancos del
agua, etc. Es “difícil cam-
biar conceptos” consoli-
dados durante décadas,
coincidió con el porta-
voz de la fundación, An-
tonio Estevan. Ambos
participaron en la jorna-
da Nuevas perspectivas
en la gestión del agua, or-

ganizada por la funda-
ción, junto a especialis-
tas de varias universida-
des. Así, el catedrático
de Análisis Económico
de la Universidad de la
Laguna, Federico Agui-
lera, y el catedrático de
Mecánica de Fluidos de
la Politécnica de Valen-
cia, Enrique Cabrera,
destacaron entre otros
aspectos la necesidad de
alcanzar un uso eficiente
del agua urbana, ya que
en las ciudades medite-

rráneas se pierde por des-
gaste de las redes hasta
un 35%. Una gestión efi-
caz permitiría ahorrar
350 hectómetros cúbi-
cos, según Cabrera. El
también catedrático de
la Politécnica Juan Car-
les Genovés, destacó que
el “modelo tradicional
de administración hi-
dráulica”, en el que “el
papel de las confedera-
ciones en la gestión del
agua es mínimo”, ha en-
trado en crisis, mientras
que Joan Subirats, cate-
drático de Ciencas Políti-
cas de la Autónoma de
Barcelona, recordó que
la directiva europea del
agua exige una participa-
ción ciudadana real.

El reto de la modernidad
en la gestión del agua

LYDIA GARRIDO, Valencia
Una veintena de agricultores de
Massanassa cobrarán indemniza-
ciones por los daños causados
por el desbordamiento del ba-
rranco de Chiva, conocido como
barranco del Poyo, entre los días
24 y 26 de octubre de 2000. Así
lo ha decidido la sección segunda
de la sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia (TSJ). Y será la
Confederación Hidrográfica del
Júcar (CHJ) la que deba pagar
las cantidades que se fijen en la
fase de ejecución de sentencia en
función de los daños sufridos
por cada uno de los afectados
con derecho reconocido. La CHJ
rechazó el 27 de enero de 2003
modificar la desestimación de la
reclamación patrimonial para
con los afectados que ya había
manifestado en diciembre del
año 2002.

La existencia de una situación
de riesgo creada por la Adminis-
tración es el elemento fundamen-
tal en el que sostiene el tribunal
la obligación de la CHJ de pagar
a los damnificados. Y eso, a pe-
sar de que la Administración, en
su escrito de alegaciones, negó la
existencia de responsabilidad pa-
trimonial porque no quedaba, a
su juicio, evidente que “los daños
producidos se hayan ocasionado
como consecuencia del incumpli-
miento del deber de conserva-
ción y limpieza del barranco y
que, en cualquier caso, concurrió
fuerza mayor, ya que las lluvias
en otoño de 2000 fueron de tal
entidad que hubiera sido imposi-
ble evitar el efecto producido”.

Dejadez de la Administración
La sala considera que, a pesar de
que la Administración realizó
obras en 1998, “entre la fecha
referida y las inundaciones que
nos ocupan han transcurrido dos
años, de manera que con aquella
actuación no puede entenderse
agotada la obligación de conser-
vación”. Y además, “que las llu-
vias torrenciales pueden prever-
se”. El tribunal, en la sentencia,
recoge en el punto cuarto que la
Administración, es decir la CHJ,
es responsable patrimonial por-
que “resulta igualmente evidente
a partir de los datos que con ante-
rioridad a las inundaciones referi-
das existía, cuanto menos, un
programa o proyecto paliativo
Restitución y Adaptación de los
cauces naturales de los barrancos
Poyo y otros, a la vista de las
reiteradas inundaciones y daños
que se producían en las inmedia-
ciones, actuaciones que no cons-
ta se llevaran a efecto con ante-
rioridad a las precipitaciones de
2000”.

Para el TSJ, la Administra-
ción tenía elementos suficientes
para prever y actuar en conse-
cuencia ante un fenómeno como
el de las precipitaciones extraor-
dinarias que desbordaban el ba-
rranco. Así pues, estima el recur-
so de los 20 agricultores que pi-
dieron compensación por los da-
ños y recoge específicamente que
la CHJ, si entiende que debe ha-
cerlo, repercuta “el tanto de cul-
pa cualquier Administración
competencialmente concurren-
te”. El TSJ no aprecia mala fe en
la negativa inicial de la CHJ.

20 agricultores
cobrarán por
el desbordamiento
del barranco
del Poyo

SARA VELERT, Valencia
La ministra de Medio Ambiente, Cristina
Narbona, anunció ayer que ha pedido al
Tribunal Supremo aclaraciones a la senten-
cia que anula importantes artículos del

Plan Hidrológico del Júcar y que determi-
na que el Estado no es competente sobre
los ríos exclusivos de una comunidad autó-
noma. Narbona consideró “prematuro”
valorar los efectos del fallo, aunque quiso

“transmitir la máxima serenidad” a los po-
sibles afectados. La ministra destacó que la
directiva europea del agua exige la revisión
de todos los planes hidrológicos y confió en
llegar a acuerdos con la Generalitat.

La ministra de Medio Ambiente, ayer, en la clausura de la jornada sobre gestión del agua. / JORDI VICENT

El ministerio espera
resolver el problema
de competencias y
alcanzar acuerdos
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